DIRECCIÓN GENERAL DE 

       TRIBUTACIÓN

                                                                                                            DGT- 1664 - 2005

                                                             12 de octubre de 2005

 

Señora

[...] <![endif]>

Estimada señora:

 

Se da respuesta a su Oficio DR-91-05 de 16 de setiembre de 2005, en el cual se plantean varias consultas referentes a la delegación.

 

1. ¿Es posible la delegación de la facultad del Jefe de la Oficina de Cobro Judicial de decretar el embargo preventivo como medida cautelar, en los abogados internos, a efecto de descentralizar el cobro judicial, y en caso negativo, qué instrumento jurídico es necesario para que tal delegación opere?

 

La competencia para decretar embargos preventivos como medida cautelar la establecen los artículos 173, 174 y 175 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en la Oficina de Cobros, sin señalarse específicamente a qué funcionario corresponde esa competencia.

 

Para estos efectos, resulta necesario hacer referencia al Título Tercero, De la Competencia, contemplado en la Ley General de la Administración Pública,         N° 6227 de 2 de mayo de 1968, específicamente en sus artículos 

60 y 70, que establecen por su orden, en el artículo 60 que la competencia se limitará por razón del territorio, del tiempo, de la materia y del grado; así como también por la naturaleza de la función que corresponda a un órgano dentro del procedimiento administrativo en que participe. Por su parte, el artículo 70 indica que la competencia será ejercida por el titular del órgano respectivo. 
[1]
 

Relación de artículos, que nos permite concluir en estos casos, que el Jefe de la Oficina de Cobros Judiciales tiene la competencia para decretar medidas cautelares.

 

Ahora bien, interesa analizar si la competencia indicada puede delegarla el Jefe de esa Oficina a los abogados internos, para lo cual es importante definir si la competencia aludida contiene la atribución de una potestad de imperio de la Administración. 

 

Para estos efectos, es necesario remitirse a la doctrina, específicamente a lo que indica el tratadista costarricense, Lic. Eduardo Ortiz Ortiz, asimilando los conceptos de “potestad pública” y “potestad de  imperio”: 

 

“(…) Por potestades públicas se entienden las facultades de la Administración para actuar como autoridad, es decir, imponiéndose al particular, imponiéndole obligaciones, privándolo de derechos o denegándole esos derechos, o limitándoles esos derechos etc. El término potestades públicas está técnicamente designado en la tecnología del  derecho público para significar justamente esa clase de intervención autoritaria de la Administración en la esfera jurídica del particular, desfavorable a este eventualmente(…) 

 

(...) la doctrina entiende por “potestades públicas” las llamadas “potestades de imperio” que eventualmente pueden perjudicar a particulares (...)” (Quirós Coronado, R.,  Ley General de la Administración Pública, Concordada y Anotada con el Debate Legislativo y al Jurisprudencia Constitucional, Editorial ASELEX S.A., Costa Rica, p. 153 y 154)

 

De acuerdo con esta definición, se desprende que el decreto de una medida cautelar hecha a un deudor, en la cual se ordena retener salarios, dietas, pensiones, jubilaciones, comisiones o cualquier otra remuneración o crédito en efectivo, o que limita la disponibilidad de bienes muebles e inmuebles, constituye un acto de autoridad o de imperio, porque definitivamente incide en la esfera jurídica del deudor; y por lo tanto debe ser ejercida por quien indique la ley, que en este caso es el titular de la Oficina de Cobros Judiciales.

 

Habiéndose definido la naturaleza de la competencia de decretar medidas cautelares, como una potestad de imperio, debe indicarse que de conformidad con el artículo 66 de la Ley General de la Administración Pública, la misma es irrenunciable, intransmisible e imprescriptible. Asimismo, el artículo 59 de ese mismo cuerpo legal, señala que la competencia será regulada por ley siempre que contenga la atribución de potestades de imperio. 

 

Por tanto, tal y como se encuentra regulada la referida competencia de decretar medidas cautelares, no es posible su delegación en los abogados internos y la única forma para que tal delegación opere, sería reformar la ley, que en este caso es el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, para que expresamente indique que esa competencia puede ser delegada o que se la otorgue a los abogados internos directamente, debido a que como se indicó anteriormente, al tratarse de una facultad de imperio, el artículo 59 citado establece que debe ser regulada por ley.

 

2. ¿Es posible la delegación de la facultad del Jefe de la Oficina de Cobros Judiciales, de decretar la cancelación de deudas por prescripción e incobrabilidad, en los abogados internos, por el mismo efecto, y, en caso negativo, qué instrumento jurídico es necesario para que tal delegación opere?

 


La facultad de cancelación de créditos por prescripción o de cuentas incobrables, la establece el artículo 168 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios para la Oficina de Cobros Judiciales, y que según el razonamiento del punto anterior, la competencia debe ser ejercida por el titular del órgano, que en este caso es el Jefe de esa Oficina.

 

En razón de que esa facultad, eventualmente puede llevar implícita la posibilidad de que sea denegada la petición del deudor, de que su crédito sea declarado prescrito o incobrable, o bien que se puede denegar un derecho que él cree tener, la convierte en una potestad de imperio, de conformidad con lo señalado en el punto N° 1 y por lo tanto no susceptible de delegación. 

 


En consecuencia, debe existir una disposición de rango legal expresa que otorgue la competencia de declarar la prescripción o incobrabilidad de deudas, o que permita su delegación. 

 

3. ¿Si el Gerente de una Administración puede conocer la excepción de prescripción opuesta por parte del sujeto pasivo, dentro del procedimiento de cobro administrativo o del determinativo, o si es competencia exclusiva del Jefe de la Oficina de Cobro Judicial, en cuyo caso, qué instrumento jurídico es necesario para que tal delegación opere?  

 

Durante el proceso de determinación, el contribuyente puede oponer las excepciones que considere pertinentes para su defensa, siendo una de ellas la de prescripción. Por lo tanto, a la hora de emitir la resolución firmada por el Gerente de la Administración Tributaria, debe conocer y resolver lo que en Derecho corresponde sobre la excepción interpuesta. 

 

Sin embargo, debe tenerse presente que en esta etapa no se está hablando de la prescripción de un crédito, sino de la acción de la Administración Tributaria para determinar la obligación. Una vez determinada y firme es que se entra en la etapa de cobro, a partir de la cual es que corresponde a la Oficina de Cobros el conocimiento de la excepción de prescripción conforme a lo señalado en el punto N° 2. 

 

4. ¿Si es correcta la delegación que actualmente existe por parte de la Dirección General en los Gerentes Tributarios de suscribir convenios de fraccionamiento de pago a favor de los sujetos pasivos?

 

Si la delegación indicada fue otorgada con fundamento en lo establecido en la Ley General de la Administración Pública, como se ha indicado en las respuestas anteriores, sería correcta.

 

Atentamente,

 

 

 

Francisco Fonseca Montero

Director General

 

 

V°B° División Normativa

 

cc. Dirección General, División Normativa, División de Recaudación, Digesto, archivo, funcionario.
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    DE TRIBUTACIÓN 

  

San José, 13 de marzo del 2002 

  

Licenciada 

Irene Romero Hidalgo,Gerente 

Administración Tributaria de 

San José 

  

Estimada señora: 

  


Me refiero a su oficio ATS-G-028-02 de fecha 18 de enero del 2002, mediante el cual se solicita emitir el criterio sobre los alcances de la delegación que se estableció en la resolución Nº 25 del 20 de agosto del 2001. 

     El artículo 10 de la citada resolución estableció: 

  

“Artículo 10.- El Director General de la Administración Tributaria, con fundamento en los artículos 47, 102 y 146, del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en este acto, delega el conocimiento y resolución de las devoluciones de saldos acreedores o su crédito, el de las peticiones o recursos planteados a los interesados, y el de resoluciones determinativas exista o no impugnación, en los Gerentes de las Administraciones Tributarias de: San José, Alajuela, Cartago, Heredia, Guanacaste, Puntarenas, Limón, Zona Norte, Zona Sur, y Grandes Contribuyentes.” 

  El transitorio único de esta resolución, señaló lo siguiente: 

  

“Cuanto se trate de las devoluciones de saldos acreedores o su crédito, de las peticiones o recursos planteados por los interesados, o de resoluciones determinativas cuando no exista impugnación del interesado, las acciones planteadas y los procedimientos iniciados antes de la vigencia de la presente resolución, serán resueltos por el órgano delegado. Cuando exista resolución determinativa dictada por el órgano delegante, el recurso de revocatoria, interpuesto contra dicho acto deberá ser resuelto por éste.” 
          
La delegación se ha definido como aquella modalidad de transferencia de competencias, en virtud de la cual, en los casos previstos en la norma jurídica, se faculta a un sujeto u órgano (delegante) para que, por un acto administrativo no normativo, dictado exclusivamente por razones de oportunidad, confiera a otro sujeto u órgano interior (delegado) una nueva competencia, que materialmente es idéntica a la del delegante. 

          En el caso en estudio, la delegación establecida se fundamentó en los artículos 89 de la Ley General de la Administración Pública, 47, 102 y 146 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

          De la lectura del artículo 47 citado, se infiere muy claramente cuales son las resoluciones que por  devolución deben emitir y firmar los gerentes de las administraciones tributarias delegadas. 

          Por su parte, el artículo 102 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios establece, en lo que interesa, que los gerentes de las administraciones tributarias y de grandes contribuyentes delegados, están obligados a resolver toda petición o recurso planteado por los interesados dentro de un plazo de dos meses. 

          El texto de este artículo no establece ninguna diferenciación entre las peticiones o recursos a resolver, por lo que a criterio de esta Dirección, los Gerentes deben resolver todas las peticiones sometidas ante la respectiva Administración Tributaria, siempre y cuando sean de su competencia. Al respecto, el Diccionario de la Real Academia Española define petición como la acción de pedir; asimismo, el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual de Guillermo Cabanellas, la define como demanda, solicitud, instancia, pedido, definiciones a partir de las cuales tampoco se puede hacer ninguna diferenciación. 

        Lo único que puede ser firmado por otros funcionarios, son los oficios administrativos de mero trámite que no impliquen la resolución final del asunto y que no tenga incidencia sobre el ámbito subjetivo de los terceros administrados. 

        Por último, el artículo 146 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, también es muy claro al disponer que interpuesta o no la impugnación contra la determinación, el Director General o en quienes haya delegado, deberán resolver el reclamo, así como dictar y firmar las resoluciones que correspondan. 

Los tres artículos citados, que fundamentan la resolución Nº25 de 20 de agosto del 2001, son muy claros respecto de los trámites a que hacen referencia, por lo que a ellos deben sujetarse los Gerentes de las diferentes Administraciones Tributarias en cumplimiento de dicha resolución. 

Debe entenderse que los trámites que requieran los procedimientos señalados en los artículos citados, van a ser realizados por el personal a cargo de cada Gerente y éste procederá a revisar los resoluciones u oficios que se emitan y a su posterior firma. 

Atentamente, 

  

  DR. ADRIAN TORREALBA NAVAS 

     DIRECTOR GENERAL DE TRIBUTACIÓN 

  

  










V°Bº DIVISIÓN NORMATIVA 

  c.c.
División Normativa, Digesto, Administraciones Tributarias. 

  [...] 

  






